
 

     
 

 

 

 
 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, veintinueve (29) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 
 

MEDIO DE 
CONTROL: 

PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS  

DEMANDANTE: LUÍS RAMÓN CARVAJAL SERNA y VALENTIN SIERRA 
QUINTERO 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE AGUACHICA (CESAR) – SECRETARÍA DE 
PLANEACIÓN MUNICIPAL y PERSONERÍA MUNICIPAL DE 
AGUACHICA  

RADICADO: 20001-33-33-005-2019-00202-00 
 

I. ASUNTO. - 
 

Procede el Despacho a dictar sentencia en el presente proceso, promovido por LUÍS 
RAMÓN CARVAJAL SERNA y VALENTIN SIERRA QUINTERO, contra el 
MUNICIPIO DE AGUACHICA (CESAR), SECRETARIA DE PLANEACION 
MUNICIPAL y PERSONERIA DE AGUACHICA (CESAR), en ejercicio del medio de 
control de Protección de los Derechos e Intereses Colectivos, establecido en el 
artículo 144 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo y la Ley 472 de 1998. 
 

II. ANTECEDENTES.- 
2.1. HECHOS.- 
De conformidad con lo expuesto en la demanda, en el municipio de Aguachica, en 
el año 1957 se creó el Parque San Antonio, ubicado en la calle 5 No. 16-3, con la 
finalidad de que sirviera para la recreación de niños y adultos. Sin embargo, se 
aduce que desde el año 1973 se encuentra invadido irregularmente, inicialmente 
por el comercio informal en la modalidad de ropa y calzado, y con el transcurrir de 
los años, se extendió a vendedores de comidas, bebidas embriagantes y consumo 
de sustancias alucinógenas, siendo constante la presencia de drogadictos, 
ladrones, baño público y acumulación de basuras, incluso se reconocen casas de 
lenocinio, pese a que a pocos metros se encuentra el Colegio Guillermo León 
Valencia. Con ello, afirma la parte demandante que se advierte la omisión de las 
autoridades competentes, en adelantar las respectivas gestiones que conlleven a la 
recuperación del espacio público, en razón a los graves perjuicios causados a la 
comunidad en general. 
 
Se indica que la comunidad ha acudido a distintos mecanismos jurídicos, esto es, 
acciones de tutela, cumplimiento y popular que, si bien las autoridades judiciales 
han fallado a favor, a la fecha la administración municipal no ha propiciado una 
respuesta efectiva, lo que deja en evidencia una mora irrazonable. Así mismo, se 
menciona que el ente territorial demandado ha demostrado una desidia y 
negligencia en el actuar de su competencia, lo que ha conllevado a enormes daños 
a toda la comunidad y a la notoriedad de que el espacio público no tiene dolientes; 
siendo el riesgo inminente: (i) usufructo ilegal de vendedores ambulantes, con lo 
cual las demandadas se niegan a hacer uso de sus facultades y recuperar el espacio 
público invadido irregularmente; y (ii) el compromiso del medio ambiente.  
 
En esta medida, se insistió que las entidades demandadas no han asumido de 
manera diligente sus funciones como responsables en el cuidado de espacio público 
y del medio ambiente, incumpliendo con los mandatos constitucionales y legales 
que rigen la materia. Es por ello, que se invocó que se han vulnerado los siguientes 
derechos colectivos: (i) goce de un ambiente sano; (ii) moralidad administrativa; (iii) 
goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; (iv) 
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defensa del patrimonio público; (v) la seguridad y salubridad pública; y (vi) el 
derecho a la realización de construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia al 
beneficio de calidad de los habitantes. Por ende, se manifestó que se requieren 
acciones para mitigar el daño al espacio público. 
 
2.2 PRETENSIONES. - 
La parte actora pretende que se declare que el MUNICIPIO DE AGUACHICA – 
PLANEACIÓN MUNICIPAL y la PERSONERÍA MUNICIPAL DE AGUACHICA 
(CESAR), como consecuencia de sus actuaciones omisivas y negligentes en el 
cumplimiento de sus funciones, han violentado los derechos colectivos consagrados 
en los literales a, b, d, e, g y m del artículo 4° de la Ley 472 de 1998. De este modo, 
se ordene de inmediato el desalojo de los invasores que han originado el daño grave 
al Parque San Antonio, así como la inmediata cesación de las actividades omisivas 
de los invasores; al Fondo para la Defensa de los derechos colectivos adelantar los 
estudios necesarios para establecer el daño y los perjuicios, junto con las medidas 
urgentes para mitigarlo. 
 
Como consecuencia de lo anterior, se ordene a las entidades demandadas a 
recuperar la zona afectada. Además, se condene al pago de los perjuicios causados 
a la Defensoría del espacio público, para la recuperación del Parque San Antonio, 
debiéndose realizar los correspondientes peritajes y avalúos. Igualmente, se ordene 
a las autoridades locales imponer las multas contempladas en la Ley 810 de 2003, 
para sancionar la ejecución de obras sin las respectivas autorizaciones o licencias 
de ley, por el encerramiento, la intervención o la ocupación temporal o permanente 
del espacio público, con cualquier tipo de amueblamiento o construcción sin las 
respectivas licencias de ley. 
 
Que se dé trámite a la imposición de la recompensa correspondiente a los actores 
a costas del querellado, con una suma que no baje de la décima ni exceda de la 
tercera parte de lo que cueste la demolición o enmienda, o el resarcimiento del daño, 
sin perjuicio de que se castigue el delito o negligencia con una pena pecuniaria, se 
adjudique al actor la mitad. En consecuencia, se ordene a los infractores del espacio 
público, pagar a favor de los actores el 50% del valor de las multas que se le 
imponga de conformidad con el artículo 1005 y 2360 del Código Civil. 
 
En el mismo sentido, se ordene a la Personería Municipal de Aguachica, cese en 
sus omisiones y que de acuerdo con sus competencias y funciones actúe como le 
corresponde de conformidad con la ley 734 de 2002 y el Decreto 1421 de 1993. 
Igualmente se ordene a Planeación Municipal de Aguachica, que de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 1, 2, 63 y 82 de la Constitución Política de Colombia, en 
concordancia con los artículos 1 y 27 del Decreto 1504 de 1998 y el parágrafo B 
10.9.5. proceda a ordenar la remoción de todos los elementos de prohibida 
colocación que están obstaculizando el paso peatonal por la acera y que los gastos 
que ocasione sean de cargo de los respectivos responsables. Finalmente, que se 
condene a los demandados de la vulneración de los derechos e intereses colectivos, 
al pago de costas y agencias en derecho, si se causaren, a favor del actor popular. 
 
2.3.- FUNDAMENTOS DE DERECHO. - 
La parte demandante sustentó sus pretensiones en los artículos 1º, 2º, 6º, 24, 58, 
63, 82, 102, 209, 313 y 315 de la Constitución Política, literales a), b), d), e), g) y m) 
del artículo 4° de la Ley 472 de 1998; Decreto 1421 del 21 de julio de 1993, Ley 810 
de 2003; Ley 1425 de 2010; Decreto 145 de 2005; Acuerdo 18 de 1999; Acuerdo 
1887 de 2003; Decreto 1504 de 1998; Acuerdo 20 de 1995; Ley 734 de 2002; Ley 
1437 de 2011 y demás normas concordantes en la materia. 
 

III. TRÁMITE PROCESAL. - 
3.1. ADMISIÓN:  
La demanda fue presentada el dos (2) de julio de 2019 (ítem No. 03 del expediente 
electrónico), correspondiéndole su conocimiento a este Juzgado por reparto, quien 
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mediante proveído del 31 de julio del mismo año1, la admitió (ítem No. 05 del 
expediente electrónico). 
 
3.2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA:  
Las accionadas presentaron escritos de contestación dentro del término consagrado 
en la Ley 472 de 1998, siendo sus argumentos de defensa: 
 
-MUNICIPIO DE AGUACHICA - PLANEACION MUNICIPAL (CESAR): El 
apoderado de la entidad territorial se opone a la prosperidad de todas y cada una 
de las pretensiones, por considerar que no se estructuran las condiciones 
necesarias para el reconocimiento de las mismas. Al respecto, invocó como 
excepción de mérito: -(i) “Inexistencia de Responsabilidad por Acción u Omisión del 
Municipio Frente a los Hechos Aducidos en la Demanda”: Indicó que no se 
encuentra demostrado la inminencia de un daño a los derechos colectivos alegados, 
sino que constituyen suposiciones o tesis carentes de elementos probatorios. 
Además, señala que, según mención del demandante, la presunta invasión y 
afectación en el Parque San Antonio, lleva 46 años, por lo que no puede hablarse 
de peligro inminente.  
 
Aunado a lo anterior, destacó que, si una población ha ejercido sus derechos en un 
lugar por tanto tiempo, las medidas del ente territorial deben ser de cuidadosa 
práctica a fin de evitar vulnerar los derechos de quienes derivan su mínimo vital, así 
como los demás derechos fundamentales que también poseen los vendedores 
comerciantes ubicados en el Parque San Antonio. En el mismo orden, aseguró que 
el municipio de Aguachica ha tomado las medidas necesarias y equilibradas a fin 
de dar término a la invasión del espacio público, prestando especial atención a la 
incorporación de variables socioeconómicas reales dentro del proceso de 
formulación y ejecución, para así prever la ocurrencia de efectos contrarios al goce 
efectivo de los derechos fundamentales y atenderlos adecuadamente a través de 
decisiones complementarias que formen parte integrante de la política, programa o 
medida.  
 
Por consiguiente, aseveró que la demandada a través de la Gerencia de Planeación 
y Obras, ha realizado reuniones a fin de promover la cultura en materia de espacio 
público, socializar las políticas de recuperación del espacio público, iniciar proceso 
de concertación con los vendedores estacionarios del Parque San Antonio, buscar 
soluciones conjuntas y de solución, incluyendo la caracterización e identificación de 
los comerciantes informales estacionarios en dicho espacio público. De igual forma 
se realizó contratación No. MC-040-2019, cuyo objeto es “estudios y diseños para 
la recuperación del Parque San Antonio del Municipio de Aguachica, Cesar”.  
 
-PERSONERIA MUNICIPAL DE AGUACHICA: Se opone a las pretensiones de la 
demanda, por carecer de fundamentos legales que le permitan prosperar por cuanto 
no ha vulnerado derecho colectivo alguno. Argumentó que desde el año 2016, con 
el fin de velar por los derechos fundamentales de los vendedores ambulantes del 
Parque San Antonio, ha acompañado el proceso de concertación con todos los 
comerciantes informales de la calle 5 incluyendo el Parque San Antonio, asistiendo 
a distintas reuniones. Esgrimió que, si bien en las funciones de la personería se 
encuentra velar por la protección de la integridad del espacio público, dentro de 
dicha situación es necesario tener en cuenta que tales medidas se deben adelantar 
siguiendo el debido proceso y dándole a los afectados un trato digno.  
 
Por ello, insistió que se debe respetar la confianza legítima de los afectados, que 
deben ser precedidas de una cuidadosa evaluación de la realidad sobre la cual 
habrán de tener efectos con el seguimiento y la actualización necesaria para 
guardar la correspondencia en su alcance y características con dicha realidad, con 
miras a asegurar el goce efectivo de derechos constitucionales fundamentales, y no 
se pueden adelantar en forma tal que se lesionen desproporcionadamente el 

                                                      
1 Archivo digital 05. 
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derecho al mínimo vital de los sectores más vulnerables y pobres de la población, 
sin privar a quienes no cuentan con oportunidades económicas en el sector formal 
de los únicos medios lícitos de subsistencia que tienen a su disposición.  
 
3.3. AUDIENCIA DE PACTO DE CUMPLIMIENTO:  
El 12 de mayo de 2021 tuvo lugar la audiencia especial de que trata el artículo 27 
de la Ley 472 de 1998, la cual se declaró fallida y en consecuencia, se ordena 
continuar con el trámite del proceso2.  Posteriormente, por auto de fecha 21 de mayo 
de 2021 (ítem No. 23 del expediente electrónico), se decretó la práctica de pruebas 
en este asunto, conforme a las solicitadas por las partes en su respetiva oportunidad 
procesal, observándose el aviso a la comunidad en general sobre el adelantamiento 
de la presente acción popular, actuación que se fijó el dos (2) de diciembre de 2022, 
en la página web de la rama judicial. 
 
Finalmente, por auto de ocho (8) de junio de 2023 (ítem No. 78 del expediente 
electrónico, teniendo en cuenta que el apoderado del municipio de Aguachica 
desistió de la práctica del testimonio de los señores HUMBERTO ALONSO DE LA 
HOZ ALVÁREZ y DUVYS BALDOVINO ARRIETA, el Despacho accedió a ello, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 175 del CGP. En consecuencia, con base en lo 
dispuesto en el artículo 33 de la Ley 472 de 1998, dispuso correr traslado a las 
partes para alegar de conclusión.   
 
3.4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN:  
La parte accionante indicó en su escrito de alegaciones que no hubo controversia 
alguna para desvirtuar ninguna de las afirmaciones hechas en la demanda, 
concluyendo que se deben acceder a sus pretensiones, pues es el efecto jurídico 
procesal que se deriva de la desidia, ante el accionar irregular y la omisión de los 
encartados de asumir con diligencia su rol como funcionarios públicos. 
 
Por su parte, el apoderado judicial del MUNICIPIO DE AGUACHICA también 
presentó sus alegatos de conclusión en forma oportuna, reiterando los argumentos 
esbozados en su escrito de contestación, en este sentido resaltó que, agotado el 
período probatorio, los accionantes no lograron acreditar la inminencia de un daño 
a los derechos colectivos alegados en la acción, por el contrario, sus afirmaciones 
quedaron en meras suposiciones o tesis hipotéticas carentes de elementos 
probatorios. En el caso concreto, señala que la ocupación del espacio público 
realizada por vendedores informales estacionarios, semi-estacionarios y 
ambulantes, en estricto sentido no constituye una transgresión desproporcional del 
derecho colectivo al uso y goce del espacio público por cuanto ellos - los vendedores 
informales ambulantes - portan físicamente sobre sí, la mercancía que 
comercializan.  
 
Sin embargo indicó que, siempre que se pretenda el amparo del derecho colectivo 
al goce del espacio público, por la ocupación irregular que estos hagan de él, 
deberán respetárseles sus derechos fundamentales al trabajo y al mínimo vital, en 
las condiciones expuestas por la Corte Constitucional, insistiendo en que se han 
tomado las medidas necesarias y equilibradas a fin de dar término a la invasión del 
espacio público en el Parque San Antonio, las cuales se han enfocado prestando 
especial atención a la incorporación de variables socioeconómicas reales dentro del 
proceso de formulación y ejecución, para así prever la ocurrencia de efectos 
contrarios al goce efectivo de los derechos fundamentales, y atenderlos 
adecuadamente a través de decisiones complementarias que formen parte 
integrante de la política, programa o medida en cuestión. 
 
Finalmente, la PERSONERIA MUNICIPAL DE AGUACHICA, guardó silencio en 
esta oportunidad procesal. 
 
 

                                                      
2 Ítem No. 21 del expediente electrónico. 
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IV.- CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO. - 
 

El Procurador 75 Judicial I para Asuntos Administrativos de Valledupar, en calidad 
de agente del Ministerio Público, presentó concepto de fondo dentro de la presente 
acción constitucional, siendo las conclusiones asumidas las siguientes: 
 

“(i). - Una valoración o apreciación en conjunto de las pruebas permiten concluir que se 
acredita el hecho medular de la demanda, es decir, la invasión u ocupación irregular del 
Parque San Antonio ubicado en la Calle 5 N 16-3 de Aguachica (Cesar), por parte de 
vendedores informales estacionarios y vendedores informales semi-estacionarios.  
 
(ii). - El parque San Antonio de Aguachica es un bien de uso público (Art. 63 de la 
Constitución política y Art. 674 y 378 del Código Civil), cuya naturaleza se encuadra en 
la definición de espacio público (Art. 5 de Ley 9 de 1989), como quiera que está destinado 
a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que priman sobre los intereses 
individuales. Por ello, el deber de protección estatal (Art. 82 de la C.P.)  
 
(iii). - Existe una violación vulneración de los derechos colectivos al goce del espacio 
público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; derecho colectivo al 
patrimonio público; derecho a la realización de las construcciones, edificaciones y 
desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando 
prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; previstos en el artículo 
4, literales d), e) y m), de la Ley 472 de 1998. Lo anterior, con ocasión a la ocupación 
irregular por vendedores informales estacionarios y vendedores informales semi-
estacionarios en el parque Parque San Antonio, ubicado en la Calle 5 N 16-3 de 
Aguachica. Las actividades de los vendedores informales ambulantes no afectan el 
espacio público.  
 
(iv). - Los(as) Alcaldes(a) son la primera autoridad de policía en su respectivo municipio, 
por lo que deben proteger el uso y goce del espacio público en su jurisdicción, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 82 y 315-1 de la Constitución Política, o la 
dependencia que eventualmente se haya creado en virtud de lo previsto en el artículo 7 
de la Ley 9 de 1989. Por ello, existe falta de legitimación en la causa por pasiva de la 
Personería Municipal de Aguachica, pues no tiene la capacidad de violar el derecho 
colectivo al goce del espacio público en tanto no está investida de autoridad suficiente 
para disponer, en caso de ocupación, la restitución de bienes de uso público.  
 
(v).- Es necesario que en la sentencia que resuelve de fondo advierta que las acciones 
policivas de restitución de espacio público que adelante las autoridades frente a los 
vendedores informales estacionarios y vendedores informales semi-estacionarios, 
observen las reglas jurídicas que ha trazado la Corte Constitucional frente a la adopción 
políticas, programas y medidas de protección y recuperación del espacio público (SU 
360 de 1999, T-772 de 2003 y T-200 de 2009), las cuales también pueden aplicarse u 
observarse para el caso del presente medio de control de protección de los derechos e 
intereses colectivos (Art. 144 del CPACA).” 

 

V.- CONSIDERACIONES. -  
5.1.- COMPETENCIA. -  
El Despacho es competente para conocer en primera instancia de este asunto, de 
conformidad con lo señalado en el numeral 10 del artículo 155 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
5.2.- PROBLEMA JURÍDICO. - 
En el caso concreto, procede el Despacho a determinar si las entidades demandadas 
vulneran los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, a la moralidad 
administrativa, al goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de 
uso público, a la defensa del patrimonio público, a la seguridad y salubridad pública 
y a la realización de construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando 
las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia al beneficio de 
la calidad de vida de los habitantes; con ocasión a la presunta invasión irregular que 
se presenta en el Parque San Antonio, ubicado en la calle 5 No. 16-3, del municipio 
de Aguachica. 
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5.3.- VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS ALLEGADAS AL PROCESO. - 
 
En principio, el Despacho abordará la valoración de las pruebas allegadas al proceso 
de la referencia, con la finalidad de verificar que fundamentos fácticos se encuentran 
debidamente acreditados; para finalmente establecer sí en efecto se avizora la 
amenaza o vulneración de los derechos colectivos invocados como afectados, en el 
siguiente orden: 
 
-Pruebas allegadas por la parte actora, es decir, los anexos de la demanda: 
 
Primero, se allegaron nueve (9) fotografías, de fecha primero (1º) de marzo de 2019, 
con la indicación que corresponde al Parque San Antonio del municipio de Aguachica 
(Cesar), ubicado en la calle 5 No. 16-3, con la cual se pretende representar el 
desenvolvimiento de los vendedores ambulantes (fls. 1-9 del ítem anexo del 
expediente electrónico). En esta oportunidad, si bien las entidades demandadas no 
controvirtieron las imágenes allegadas, las mismas adolecen de la acreditación de la 
autoría de tales documentos y no fueron sometidos a reconocimiento alguno; con lo 
cual no se verifica la autenticidad del documento, conforme a lo establecido en el 
artículo 244 del Código General del Proceso. En consecuencia, el Despacho 
determina que las fotografías no cuentan con los respectivos requisitos formales de 
los documentos, resulta imposible establecer su autenticidad, lo que impone que no 
puedan ser valoradas, dado que sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, 
sobre las que no es posible determinar su origen, como tampoco fueron reconocidas 
o ratificadas en testimonios, o confrontadas con otros medios de prueba3. 

 

Segundo, se aportó escrito de fecha 29 de abril de 2016, cuyo título es “Crónica: 
Parques descuidados y destruidos”, referenciado en el enlace electrónico: 
https://elnuevosur.com/news/cronica-parques-descuidados-y-destruidos/ (fls. 10 y 11 
del ítem No. 02 anexos del expediente electrónico). 
 
Tercero, escrito de fecha de recibido 23 de febrero de 2016, por parte del CONCEJO 
MUNICIPAL DE AGUACHICA, dirigido al Alcalde del municipio de Aguachica, (fls. 12 
y 13 del ítem No. 02 anexos del expediente electrónico), en el que se informa: 

 
 

Cuarto, memorial de petición fecha 23 de agosto de 2018, dirigido a la ALCALDÍA 
DEL MUNICIPIO DE AGUACHICA (CESAR), cuyas pretensiones son: “Primero. 

Comedidamente, solicito copias de las acciones que se adelantan en su despacho en 
relación con el Parque San Antonio. Segundo. Comedidamente solicito copias de las 
acciones que hayan realizado ciudadanos con el fin de recuperar este espacio público y su 
resolución si la hay. Tercero. Comedidamente le solicito nos informe, cuáles son las acciones 
de cualquier tipo que su entidad ha realizado con el fin de que no se realice un 
aprovechamiento económico temporal o permanente por los comerciantes informales, 
concretamente en el Parque San Antonio por su entidad municipal. Cuarto. Comedidamente 

                                                      
3 Sentencia de fecha dos (2) de mayo de 2016, proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, exp. No. 52001-23-
31-000-2003-01063-01(36357) B, CP Danilo Rojas Betancourth. 

https://elnuevosur.com/news/cronica-parques-descuidados-y-destruidos/
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solicito nos diga, cuáles son sus funciones constitucionales y legales en relación a la 

recuperación del parque San Antonio” (fls. 14 a 17 del ítem No. 02 del expediente 
electrónico). 
 
Quinto, memoriales de fechas 24 de enero de 2018 y seis (6) de septiembre de 2018, 
en las cuales la Oficina Jurídica del municipio de Aguachica, solicita al señor LUIS 
RAMÓN CARVAJAL SERNA, la solicitud de prórroga frente a la petición de fecha de 
recibido 23 de agosto de 2018 (fls. 18 y 19 del ítem No. 02 del expediente electrónico). 
 
Sexto, respuesta de petición de fecha cinco (5) de diciembre de 2018, suscrita por el 
Gerente de Planeación y Obras, y el Alcalde del municipio de Aguachica (Cesar), 
dirigida al señor LUÍS RAMÓN CARVAJAL SERNA, que consta a folios 20 a 38 del 
ítem No. 02 del expediente electrónico, cuyo contenido es el siguiente: 

 
 
Sumado a lo anterior, se aportaron como anexos de la respuesta de petición la 
siguiente información: 

 



8 

 

 
 

 

 
 
Séptimo, peticiones radicadas el 12 de abril de 2019, a la ALCALDÍA DE 
AGUACHICA (Secretaría de Planeación) y la PERSONERÍA MUNICIPAL DE 
AGUACHICA, suscrita por los demandantes, con la solicitud de medidas urgentes de 
protección del espacio público (fls. 39 a 42 del ítem No. 02 del expediente 
electrónico), en los siguientes términos: 
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Octavo, respuesta de petición de la PERSONERÍA MUNICIPAL DE AGUACHICA, 
relacionada con medidas urgentes de protección del espacio público (fl. 43 del ítem 
No. 02 del expediente electrónico), así: 
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-Con la contestación de la demanda se allegó la documentación anteriormente 
referenciada. Adicional, se aportó el Informe de Evaluación de Mínima Cuantía No. 
MC-040-2019, cuyo objeto es el estudio y diseño para la recuperación del Parque 
San Antonio del municipio de Aguachica (Cesar), que consta a folios 13 a 19 del ítem 
de anexos contestación del expediente electrónico. 
 
-Posteriormente, se profirió el auto de pruebas de fecha 21 de mayo de 2021, que 
decretó pruebas solicitadas por la parte demandante, el MUNICIPIO DE 
AGUACHICA (CESAR) y de oficio, que se allegaron así: 
 
En primer término, se aportó Informe de fecha de recibido 16 de mayo de 2023, 
suscrito por el Gerente de Planeación y Obras del municipio de Aguachica (Cesar), 
que consta en el ítem No. 69 del expediente electrónico, en los siguientes términos: 
 

 

 
 
Con el anterior informe ilustrado, se allegó una relación del año 2006, que consta de 
la identificación de 94 personas que ejercen o ejercían su actividad económica en el 
Parque San Antonio, relacionada con la venta de jugos, refrescos, minutos, plantas 
medicinales, zapatos, ropa, comida, juegos de azar, licor, tienda de cosméticos y 
variedades, así: 
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De igual modo, se aportó Oficio de fecha 15 de mayo de 2023, suscrito por la 
OFICINA JURÍDICA DEL MUNICIPIO DE AGUACHICA (CESAR), que advierte: 
 

 
 
Por último, se observan las respuestas efectuadas por el Tribunal Administrativo del 
Cesar y los Juzgados Sexto, Segundo, Octavo, Séptimo, Tercero, Primero y Cuarto 
Administrativo del Circuito de Valledupar, que coincidieron en mencionar que en sus 
despachos no se ha tramitado acción de tutela, cumplimiento o popular, en contra del 
ente territorial demandado, tendiente a recuperar el espacio público del Parque San 



12 

 

Antonio, ubicado en la calle 5, No. 16-3 del municipio de Aguachica – Cesar (ítems 
Nos. 28, 29, 30, 35, 36, 61, 62 y 63 del expediente electrónico).  
 
5.4.- CASO CONCRETO.- 
En el asunto sometido a estudio, los actores pretenden que se amparen los derechos 
colectivos al goce de un ambiente sano, a la moralidad administrativa, al goce del 
espacio público y la defensa de los bienes de uso público, a la defensa del patrimonio 
público, a la seguridad y salubridad pública, y a la realización de las construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas de manera 
ordenada y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; 
porque el Parque San Antonio, ubicado en la calle 5 No. 16-3 del municipio de 
Aguachica, se encuentra actualmente invadido irregularmente por múltiples 
vendedores informales. 
 
Al respecto, se menciona que la situación se agrava con la venta de bebidas 
embriagantes y consumo de sustancias alucinógenas, siendo constante la presencia 
de drogadictos, ladrones, baño público y acumulación de basuras, incluso se 
reconocen casas de lenocinio, pese a que a pocos metros se encuentra una 
institución educativa.  Frente a este contexto descrito, se invoca la omisión por parte 
de las autoridades competentes, en adelantar las respectivas gestiones que 
conlleven a la recuperación del espacio público, en razón a los graves perjuicios 
causados a la comunidad en general, en particular a los ciudadanos circunvecinos. 
 
Por su parte, el MUNICIPIO DE AGUACHICA (CESAR) en su defensa se opone a las 
pretensiones de la demanda, cuyos argumentos son: (i) que a la fecha no existen 
quejas o acciones jurídicas instauradas por esta causa; (ii) no se advierte un peligro 
inminente, pues la invasión y afectación del Parque San Antonio tiene alrededor de 
46 años; (iii) no se pueden desconocer los derechos fundamentales de los 
vendedores ambulantes, quienes han derivado su sustento y mínimo vital de las 
actividades comerciales que realizan dentro del citado parque; (iv) no existe prueba 
de la venta de alucinógenos, casas de lenocinios, afectación o perjuicio a la población 
estudiantil colindante, mucho menos a los derechos personalísimos de la comunidad 
en general; (v) no se puede pretender una actuación de desalojo inmediata y arbitraria 
de un espacio público que tiene 46 años en las mismas condiciones, con lo cual si 
bien se han realizado gestiones para la recuperación del espacio público en dicha 
zona, por la fuerte posición de los vendedores ambulantes no se ha podido realizar 
el desalojo, previo el dialogo y la gestión social; y (vi) no es viable endilgar omisión a 
la administración municipal sin las respectivas pruebas, pues el ente territorial ha 
realizado actividades tendientes a recuperar el espacio público. 
 
En el mismo sentido, el PERSONERO MUNICIPAL DE AGUACHICA (CESAR) se 
opone a las pretensiones de la demanda, argumentando que el deber estatal de 
recuperar el espacio público también se encuentra sujeto al límite que imponen los 
derechos al trabajo y al mínimo vital de los sujetos de especial protección 
constitucional; con lo cual el vendedor informal lo privan de su única fuente licita de 
ingresos, sin ofrecerle alternativas laborales o de reubicación, pese a los contextos 
de pobreza, desigualdad y desempleo. Así mismo, fundamentó que ante la situación 
irregular del Parque San Antonio, desde el año 2016, dicha dependencia ha velado 
por los derechos fundamentales de dichos vendedores informales, con el 
acompañamiento en los procesos de concertación, con la asistencia a distintas 
reuniones, cuyos temas tratados han sido socializar las políticas públicas de 
recuperación de espacio público. Por lo tanto, advirtió que dentro de sus funciones si 
bien debe custodiar la protección del espacio público, entorno a ello se debe 
garantizar el debido proceso, un trato digno y la confianza legítima de los afectados. 
 
Una vez esbozado el panorama jurídico que se afronta para el estudio del caso 
concreto, la posición asumida por las partes y el material probatorio allegado al 
proceso, el Despacho advierte que se encuentra acreditado que el Parque San 
Antonio, ubicado en la calle 5 No. 16-3 del municipio de Aguachica (Cesar), desde 
hace 50 años atrás y hasta la fecha, se encuentra invadido por vendedores 
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estacionarios, que consiste en casetas metálicas y viviendas en bloque de cemento, 
que para el año 2006 correspondían a 94 personas, desconociéndose con precisión 
en la actualidad cuántos y quienes son. El tipo de actividades que para el año 
mencionado se desempeñaban eran: venta de jugos refrescos, minutos, plantas 
medicinales, zapatos, ropa, comida, carne, juegos de azar, licor en general (cerveza), 
mercado (víveres), cosméticos y variedades. En otras palabras, el Plan Básico de 
Ordenamiento Territorial del municipio de Aguachica, que se adoptó en el Acuerdo 
No. 025 del 28 de diciembre de 2002, cataloga que en el Parque San Antonio se 
desarrolla un comercio concentrado, que tiene más de 50 años; el cual se ejerce 
irregularmente, en razón a que la Gerencia de Planeación y Obras no ha expedido 
uso del suelo. 
 
De igual modo, se verifica que la Alcaldía de Aguachica (Cesar), en el año 2016 inició 
un proceso de concertación con todos los comerciantes informales, incluyendo los 
que se encuentran en el Parque San Antonio; se realizaron socializaciones y 
reuniones, teniendo en cuenta que en dicho lugar se evidenciaban: VENTA DE 
BEBIDAS ALCOHÓLICAS, CASAS DE LENOCINIO (BARES), CASETAS, 
DISCOTECAS, BILLARES y ACTIVIDADES RELACIONADAS EN GENERAL, la 
preocupación de la comunidad se acentúa por la presencia cercana de 
establecimiento educativo, siendo los supuestos de hecho que podrían propagarse y 
que generan mayor desconcierto, tales como, la prostitución infantil, consumo y venta 
de drogas. Por su parte, las autoridades que en su momento hicieron parte de dichas 
reuniones fueron: la SECRETARÍA DE GOBIERNO MUNICIPAL, SECRETARÍA DE 
PLANEACIÓN Y OBRAS PÚBLICAS, SALUD PÚBLICA, COMISARIA DE FAMILIA 
(ICBF), PERSONERÍA MUNICIPAL e INSPECCIÓN DE POLICÍA. 
 
Siguiendo con lo anterior, en las mencionadas reuniones participaron 34 vendedores 
estacionarios del Parque San Antonio, siendo en su momento socializadas las 
normas que en materia de espacio público existen. Así mismo, la comunidad en 
general manifestó su desagrado frente al tipo de establecimientos y solicitaron que 
se estudiará la alternativa de que quienes se encuentren en dichas actividades las 
modifiquen. Finalmente, se constata que a la fecha no existe ninguna orden judicial 
que ordene al municipio de Aguachica a la recuperación del espacio público del 
Parque San Antonio. 
 
Una vez palpados los hechos que se demostraron con las pruebas allegadas al 
proceso y al ser analizados, el Despacho advierte que no encuentra fundamento en 
los cargos que se invocan en la vulneración de los derechos colectivos: (i) al goce de 
un ambiente sano, (ii) moralidad administrativa, y (iii) seguridad y salubridad pública; 
con ocasión a que no se allegó ningún respaldo probatorio, además la controversia 
se limita únicamente a establecer si los vendedores informales estacionarios 
quebrantan los derechos colectivos invocados, porque invaden irregularmente el 
espacio público en el Parque San Antonio del municipio de Aguachica (Cesar), y se 
efectúan ventas de alucinógenos, bebida embriagantes y casas de lenocinio. En esa 
medida, el Despacho se abstendrá de realizar un estudio respecto de su violación, 
teniendo en cuenta que no existe prueba que controvierta su quebrantamiento o 
puesta en peligro. 
 
Aterrizada la proyección fáctica y jurídica del caso concreto, el Despacho se centrará 
en la violación de los derechos colectivos: (i) al goce del espacio público y la 
utilización y defensa de los bienes de uso público, (ii) defensa del patrimonio público, 
y (iii) derecho a la realización de construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia al 
beneficio de calidad de los habitantes, con fundamento en las siguientes 
consideraciones: 
 

(i) Derecho al Goce del Espacio Público y la Utilización y Defensa de los Bienes 
de Uso Público: Se encuentra consagrado en el artículo 82 de la Constitución 
Política, que le impone al Estado la obligación de velar por la protección de la 
integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece 
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sobre el interés particular; que según el artículo 5° de la Ley 9ª de 1989, define el 
espacio público como el conjunto de inmuebles públicos y los elementos 
arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados destinados por su 
naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas 
colectivas que trasciendan por tanto los límites de los intereses individuales de los 
habitantes. Igualmente, el Decreto 1504 de 1998, reglamenta el manejo del 
espacio público en los planes de ordenamiento territorial. 
 
De este modo, la normatividad resaltada advierte que constituyen espacio público 
las vías requeridas para la circulación, tanto vehicular como peatonal, siendo deber 
del Estado velar por la protección de la integridad del mismo y por su destinación 
al uso común. Así mismo, de conformidad con el artículo 1° del Decreto 1504 de 
1998, es al municipio o distrito a quien le corresponde el mantenimiento y 
protección del espacio público. Ahora bien, como formas de ocupación indebida 
del espacio público, entre otras, se establecen: (a) su ocupación por vehículos de 
los andenes, zonas verdes y similares, plazas y plazoletas, áreas de recreación 
pública activa y pasiva, separadores y antejardines; y (b) su ocupación por ventas 
ambulantes o estacionarias, salvo en los casos en que exista el debido permiso 
expedido por la autoridad competente. 
 
Como punto sustancial que es dable mencionar, que si bien en el año 2016 se 
adelantaron determinados encuentros con las dependencias de la Alcaldía del 
municipio de Aguachica y vendedores estacionarios del Parque San Antonio, lo 
cierto es que las mencionadas socializaciones no cuentan con un seguimiento 
continuo y cuidadoso del adelantamiento efectivo de políticas, programas y 
medidas orientadas a recuperar el espacio público, es decir, han transcurrido 50 
años sin que hasta la fecha se haya impulsado una puesta en marcha con avances 
destacables y significativos por parte de la administración municipal que 
conduzcan a la real y eficaz recuperación del espacio público, así como del 
contexto de la problemática socio – económico que representa la mencionada 
invasión irregular; paralelo incluso con el respeto de las garantías de los derechos 
fundamentales al trabajo, mínimo vital y confianza legítima de los vendedores 
estacionarios. 
 
En aplicación de lo anteriormente expuesto al asunto bajo estudio y conforme a 
los hechos previamente acreditados, para el Despacho salta a la vista que la 
invasión del Parque San Antonio, ubicado en la Calle 5 No. 16-3 del municipio de 
Aguachica (Cesar), por parte de vendedores informales estacionarios, atendiendo 
a que se encuentran instalados junto con los bienes, implementos y mercancías 
que aplican a su labor de forma fija en dicho segmento público, excluyen el uso y 
disfrute del mismo a las demás personas de forma permanente, cuya ocupación 
subsiste aun en las horas en que el vendedor se ausenta del lugar, toda vez que 
se encuentran en casetas metálicas, dedicados al comercio informal de ropa, 
calzado, comida, bebidas embriagantes, venta y consumo de sustancias 
alucinógenas.  
 
De este modo, es notoria la constitución de la plena vulneración del derecho 
colectivo al Goce del Espacio Público y la Utilización y Defensa de los Bienes de 
Uso Público. Por consiguiente, el Parque San Antonio no puede ser ocupado 
temporal o permanentemente por vendedores estacionarios, siendo necesario 
efectuar las respectivas diligencias de preservación y/o recuperación del espacio 
público de la zona, pues a la fecha no ha sido autorizada legalmente por la 
autoridad competente para ello, a fin de desarrollar las actividades que 
actualmente ejecutan sus ocupantes.  
 
En este orden de ideas, no cabe duda la omisión por parte del municipio de 
Aguachica (Cesar), junto con su comportamiento de negligencia y desidia, que no 
se encuentra justificado en el plenario, pues no tiene sustento de fuerza mayor o 
caso fortuito expresar que dicha invasión obedece a la fuerte oposición que se ha 
recibido por parte de los vendedores informales. Máxime si tenemos en cuenta que 
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ha transcurrido un tiempo amplio de la prenombrada ocupación, aproximadamente 
50 años, sin que se hallan adoptado las medidas correctivas del caso, para mitigar 
y/o erradicar la ocupación del Parque San Antonio, postura que se resalta, debía 
realizarse teniendo en cuenta los derechos fundamentales que igualmente les 
atañen a los vendedores ocupantes del espacio público abordado.  
 
(ii) Derecho a la defensa del patrimonio público: El derecho colectivo a la defensa 
del patrimonio público establecido en el artículo 88 de la Constitución Política, que 
pretende la protección de la eficiencia y transparencia en el manejo y 
administración de los recursos públicos, así como la utilización de los mismos de 
acuerdo con los fines esenciales del Estado. Al respecto, el Consejo de Estado ha 
precisado que se afecta el patrimonio público, cuando la administración o el 
particular que administra recursos públicos los maneja indebidamente, que 
comprende a los bienes inembargables imprescriptibles e inalienables, de la 
siguiente forma: (i) ya sea porque lo haga en forma negligente o ineficiente; o (ii) 
porque los destine a gastos diferentes a los expresamente señalados en las 
normas, es posible buscar su protección por vía de la acción popular4. 
 
Analizado el caso concreto en relación con la protección del derecho colectivo a la 
defensa del patrimonio público, se verifica la afectación del bien real, esto es, el 
Parque San Antonio, como bien inmueble que integra el patrimonio público, 
mediante actuaciones, omisiones o decisiones administrativas del municipio de 
Aguachica (Cesar), con ocasión a la ineficaz, ineficiente e inoportuna gestión 
entorno a la pérdida o deterioro del mencionado bien inmueble respecto a la 
invasión irregular con vendedores informales estacionarios, perjudicándose los 
recursos públicos del Estado. En consecuencia, se encuentra materializada de 
esta manera la conculcación alegada en la demanda, frente al derecho colectivo 
mencionado.  
 
(ii) Derecho a la realización de construcciones, edificaciones y desarrollos 
urbanos respetando las disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando 
prevalencia al beneficio de calidad de los habitantes: Corresponde a la obligación 
que le impone el legislador a las autoridades públicas y particulares, en general, 
de acatar plenamente los preceptos jurídicos que rigen la materia urbanística, es 
decir, la forma como progresa y se desarrolla una determinada población, en 
términos de progreso físico y material, asentada en una determinada entidad 
territorial, bien sea en sus zonas urbanas o rurales, con miras a satisfacer 
plenamente las necesidades de la población. De esta manera, en sentencia del 
siete (7) de abril de 2011, de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, radicación No. 63001-23-31-000-2004-
00688-01(AP)), determinó que dicho derecho colectivo comprende: 
 

“a) respeto y acatamiento del principio de función social y ecológica de la propiedad 
(Inciso segundo artículo 58 C.P.); b) protección del espacio público procurando 
adelantar cualquier tipo de construcción o edificación con respeto por el espacio 
público, el patrimonio público y la calidad de vida de los demás habitantes; c) respetar 
los derechos ajenos y no abusar del derecho propio (Art. 95 numeral 1 C.P.); y d) 
atender los procesos de cambio en el uso del suelo, en aras del interés común, 
procurando su utilización racional en armonía con la función social de la propiedad a 
la cual le es inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible (Art. 
3º Ley 388 de 1997).” 

 
Descendiendo al caso en estudio y las pruebas allegadas, se halla demostrada 
la vulneración al derecho colectivo de la realización de construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas de 
manera ordenada y dando prevalencia al beneficio de calidad de vida de los 
habitantes, teniendo en cuenta que el mencionado derecho repercute con la 
protección del espacio público, que se encuentra quebrantado por los múltiples 

                                                      
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 5 de julio de 2018, C.P.: Carlos 
Alberto Zambrano Barrera, radicación número: 20001-23-31-000-2010-00478-01. 
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vendedores estacionarios que desarrollan actividades comerciales en el Parque 
San Antonio del municipio de Aguachica (Cesar). 

 
Concluyendo el caso concreto con la vulneración de los derechos colectivos 
anteriormente esbozados, lo cierto es que ante la ocupación indebida del espacio 
público, las autoridades municipales y, especialmente, el Alcalde de municipio de 
Aguachica ha asumido una actitud permisiva y a la fecha no ha iniciado un proceso 
efectivo de recuperación del Parque San Antonio, en procura de que pueda volver 
a ser destinado al uso común y se garantice la prevalencia del interés general como 
lo exige la Constitución Política; con lo cual se advierten los innumerables perjuicios 
que representan para las personas ubicadas en sectores aledaños.  
   
Sin embargo, el Despacho no puede pasar por alto a los vendedores informales 
estacionario, a quienes se les generó una imagen de legalidad, que implica su 
protección a través del principio de confianza legítima, junto con los derechos 
fundamentales al trabajo y mínimo vital; relacionada con sus condiciones laborales, 
que no pueden modificarse por la administración municipal de Aguachica (Cesar), 
sin implementar las políticas adecuadas de acuerdo con los estudios 
socioeconómicos integrales.  
  
En este orden de ideas, si bien la administración tiene la obligación de adelantar las 
políticas concernientes a la restitución del espacio público, en procura de 
salvaguardar el interés general, lo cierto es que previo a la orden de desalojo deben 
adoptarse las políticas públicas, idóneas y adecuadas, para que los vendedores 
estacionarios puedan hacer la transición al nuevo escenario fáctico y jurídico. De 
esta manera, se pretende morigerar el daño y armonizar la coexistencia de los 
derechos en colisión. Es decir, se protegen los derechos colectivos relacionados 
con el espacio público y, a la vez, los derechos fundamentales al mínimo vital y al 
trabajo de los vendedores estacionarios. 
  
Bajo estos elementos fácticos y jurídicos, en virtud del principio de confianza 
legítima, los vendedores deben ser objeto de las medidas de restitución de espacio 
público, con lo cual es viable ofrecerles planes efectivos de reubicación o 
alternativas de trabajo formal que aseguraran el debido proceso, el mínimo vital y la 
dignidad humana. De este modo, se ha pronunciado la Corte Constitucional con la 
Sentencia T-772 de 2003, cuya línea jurisprudencial fue reiterada en la Sentencia 
C-211 de 2017, las políticas, programas y medidas son: 

  
“(i) Estar precedidas de un análisis cuidadoso de la evolución de la situación social y 

económica real de los destinatarios de tales políticas, programas o medidas, (ii) 
asegurar que las alternativas económicas ofrecidas a los vendedores informales 
correspondan en su alcance y cubrimiento a las dimensiones cambiantes de la realidad 
social y económica respecto de la cual habrán de aplicarse las políticas, programas y 
medidas en cuestión, y (iii) garantizar que dichas alternativas económicas sean 
ofrecidas a sus destinatarios con anterioridad al adelantamiento de las medidas de 
desalojo y decomiso tendientes a recuperar el espacio público, dando prioridad a los 
vendedores informales estacionarios y semiestacionarios”.  

  
Aunado a lo anterior, se advierte que la línea jurisprudencial de la Corte 
Constitucional ha insistido que en los casos en los cuales se ponderen los 
intereses en conflicto en relación con los vendedores informales amparados con 
la confianza legítima, se requiere que la administración diseñe y ejecute un 
“adecuado y razonable plan de reubicación” (Sentencias T-225 de 1992 y T-115 
de 1995). 
 
Ahora bien, en aras de proferir una decisión acorde con la protección de los 
derechos colectivos vulnerados y atender a su vez las garantías de los derechos 
fundamentales de los vendedores informales estacionarios, se concederá el amparo 
solicitado de los derechos colectivos al goce del espacio público y la utilización y 
defensa de los bienes de uso público, a la defensa del patrimonio público, y a la 
realización de construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 
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disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia al beneficio de 
calidad de los habitantes. En este punto, advierte el Despacho que si bien la 
PERSONERÍA MUNICIPAL DE AGUACHICA (CESAR) no le corresponde la 
competencia relacionada con la recuperación del espacio público, lo que conlleva a 
que no proceda la imputación de omisiones expuestas en la demanda en su contra, 
lo cierto es que el Despacho mantendrá su vinculación dentro de la acción popular 
de la referencia, en aras de que haga el acompañamiento que se requiere durante 
el plan de ejecución de la reubicación de los vendedores estacionarios del municipio 
de Aguachica, con el objeto de que asista en su carácter de garantista de los 
derechos en colisión del caso en concreto y facilite que en efecto se proceda con el 
veraz cumplimiento de esta providencia. 
 
Por lo tanto, se ordenará al municipio de Aguachica (Cesar), que en 
acompañamiento de la Personería Municipal de Aguachica (Cesar), se ofrezcan 
entorno a la invasión irregular del Parque San Antonio (Aguachica – Cesar), 
políticas, programas y medidas precedidas de un análisis cuidadoso de la evolución 
de la situación socioeconómica de los vendedores estacionarios, que constituya el 
diseño y ejecución de un plan razonable de reubicación; con lo cual se asegure que 
las alternativas ofrecidas correspondan en su alcance y cubrimiento a las 
dimensiones cambiantes de la realidad socioeconómica y se garantice que dichas 
alternativas sean ofrecidas a sus destinatarios con anterioridad al adelantamiento 
de las medidas tendientes a recuperar el espacio público.  
 
Por último, el Despacho pone de presente que de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 34 de la Ley 472, la sentencia que acoge las pretensiones del 
demandante de una acción popular debe disponer la conformación de “un comité 
para la verificación del cumplimiento de la sentencia en el cual participarán además 
del Juez, las partes, la entidad pública encargada de velar por el derecho o interés 
colectivo, el Ministerio Público y una organización no gubernamental con actividades 
en el objeto del fallo”. 
 

Por lo expuesto, EL JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Declarar que el MUNICIPIO DE AGUACHICA – CESAR, se encuentra 
vulnerando los derechos colectivos al goce del espacio público y la utilización y 
defensa de los bienes de uso público, defensa del patrimonio público y derecho a la 
realización de construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 
disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia al beneficio de la 
calidad de vida de los habitantes, por las razones expuestas en la parte motiva de 
esta providencia.  

 

SEGUNDO: Ordenar al MUNICIPIO DE AGUACHICA - CESAR, que dentro del 
término de seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria de esta providencia, si 
aún no lo ha hecho, realice un censo y registro de los vendedores informales 
estacionarios que ocupan irregularmente el espacio público del Parque San Antonio, 
el cual deberá contener el nombre, identificación y tipo de mercancía comercializada 
o el servicio que se ofrece, a fin de que se pueda tener claridad del número de 
beneficiarios de las posibles alternativas económicas y de reubicación que se 
puedan llegar a implementar. 

 

Incluso, adecuar un sistema que le permita identificar plenamente a las personas 
que ya se encuentran como beneficiarias por sus programas de reubicación, 
formalización económica y demás que se ofrezcan, a fin de adoptar medidas más 
efectivas que permitan crear alternativas concretas, eficaces y eficientes para los 
vendedores informales estacionarios, que ocupan irregularmente el espacio público 
del perímetro del Parque San Antonio.  
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TERCERO: Cumplida la etapa detallada en el numeral anterior, ordenar al 
MUNICIPIO DE AGUACHICA - CESAR, que en acompañamiento de la 
PERSONERÍA MUNICIPAL DE AGUCAHICA - CESAR, dentro de los seis (6) 
meses siguientes, brinden capacitación a los vendedores informales estacionarios 
que ocupan irregularmente el espacio público del perímetro del Parque San Antonio, 
tendientes a formar y/o educar a estas personas en actividades económicas y 
labores productivas que les permitan la inserción a los mercados de bienes y 
servicios y/o la reubicación de sus actividades comerciales o de servicios en los 
lugares permitidos y/o habilitados para ello, y que tengan la finalidad de encausar a 
los vendedores hacia los programas alternativos de formalización diseñados y 
ofrecidos por dicho ente territorial. 

 

CUARTO: Cumplida la etapa detallada en el numeral anterior, ordenar al 
MUNICIPIO DE AGUACHICA- CESAR, que en acompañamiento de la 
PERSONERÍA MUNICIPAL DE AGUCAHICA - CESAR, dentro del término de dos 
(2) meses siguientes, adelanten campañas de concientización local (en el sitio) 
sobre el debido y/o correcto uso que debe dársele al espacio público del sector y/o 
perímetro del Parque San Antonio, advirtiéndose las consecuencias legales, 
reglamentarias y policivas que acarrea y/o conlleva el uso indebido del mismo, y 
realicen actividades pedagógicas que promocionen e incentiven el buen uso y 
disfrute de dicho espacio público.  

 

QUINTO: Superada la etapa detallada en el anterior numeral, ordenar al MUNICIPIO 
DE AGUACHICA - CESAR, que dentro de un término de seis (6) meses, realicen un 
plan de acción que ofrezca los diferentes programas de alternativas económicas y/o 
establezca mecanismos alternativos de formalización económica que busquen 
saltar de la economía informal a una inserción a la economía formal en lugares 
permitidos y/o habilitados para ello, así como la eventual reubicación que pueda 
haber frente algunas actividades y/o bienes comercializados por los vendedores 
informales estacionarios, que ocupan irregularmente el espacio público del 
perímetro del Parque San Antonio.  

 

SEXTO: Cumplida la etapa detallada en el numeral anterior, ordenar al MUNICIPIO 
DE AGUACHICA - CESAR, que dentro del término un (1) mes siguiente al numeral 
anterior, por el medio más expedito o través de distintos medios de comunicación 
haciendo uso de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, pongan 
en conocimiento de los vendedores informales estacionarios que ocupan 
irregularmente el espacio público del perímetro del Parque San Antonio, las 
alternativas económicas y posibilidades de reubicación, haciéndoles saber que les 
asiste el derecho y deber de escoger y/o elegir una de ellas (para lo cual se indicará 
la dependencia y/o el funcionario encargado de recibir la comunicación, así como la 
dirección física o electrónica pertinente), pero además, que una vez implementadas 
las mismas, el uso indebido del espacio público del perímetro señalado dará lugar 
a la incautación de las mercancías en el evento en que hayan sido reubicados en 
los diferentes puntos y/o centros comerciales designados por la autoridades o estén 
accediendo a las diferentes alternativas de solución socio-económica diseñadas 
para que salgan del espacio público.  

 

SÉPTIMO: Vencido el mes concedido para poner en conocimiento las alternativas 
económicas y posibilidades de reubicación, los vendedores informales 
estacionarios, dentro de un término de los dos (2) meses, deberán comunicar al 
MUNICIPIO DE AGUACHICA- CESAR, a través de la dependencia y/o funcionario 
que para el efecto se delegue y a la dirección indicada, la alternativa escogida por 
cada uno de ellos.  

 

OCTAVO: Cumplido los dos (2) meses para que los vendedores informales 
estacionarios manifiesten la alternativa de su preferencia, ordenar al MUNICIPIO 
DE AGUACHICA- CESAR, que dentro de un término de ocho (8) meses, adopten y 
/o ejecuten el plan de acción.  
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NOVENO: En todo caso, una vez agotados los puntos anteriores, de persistir la 
indebida ocupación del espacio público del Parque San Antonio, por parte de 
vendedores informales estacionarios, el MUNICIPIO DE AGUACHICA - CESAR, 
deberá adelantar todas las acciones y/o actuaciones que le confiere la ley para 
remediar la invasión al espacio público, para lo cual deberá adelantar las 
actuaciones administrativas pertinentes y necesarias para recuperar y/o evitar que 
se siga ocupado indebidamente el espacio público del perímetro del Parque San 
Antonio, respetando, principalmente cuando haya lugar incautación de la 
mercancía, los procedimientos establecidos y los derechos fundamentales de los 
vendedores informales estacionarios, bajo los parámetros reiteradamente 
expuestos por la Corte Constitucional, e incluso adelantar, a través de la autoridad 
competente, los operativos de control y preservación del espacio público. 

 

DÉCIMO: Ordénese al MUNICIPIO DE AGUACHICA - CESAR, que una vez 
recuperado el espacio público del perímetro del Parque San Antonio de manera 
definitiva, a través de la autoridad respectiva, disponga de operativos de control y 
preservación del espacio público de manera periódica, a fin de evitar que dicho 
espacio público vuelva a ser indebidamente ocupado por vendedores informales 
estacionarios.   

 

DÉCIMO PRIMERO: Conformar un comité de verificación integrado por la parte 
accionante, un delegado de la Alcaldía Municipal de Aguachica- Cesar, un 
representante de la Defensoría del Pueblo y un delegado de la Personería Municipal 
de Aguachica – Cesar; que deberá dejar constancia en el expediente 
trimestralmente sobre las decisiones y acciones que se tomen y realicen al respecto 
de las órdenes impartidas y de la recuperación total y efectiva del espacio público 
del perímetro del Parque San Antonio.  

 

DÉCIMO SEGUNDO: NEGAR la protección a los derechos e intereses colectivos al 
goce de un ambiente sano, moralidad administrativa y la seguridad y salubridad 
públicas, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

DÉCIMO TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 

DÉCIMO CUARTO: Para los fines de que trata el artículo 80 de la Ley 472 de 1998, 
remítase copia integral de esta providencia a la Defensoría del Pueblo. 

 

DÉCIMO QUINTO: Ejecutoriada la presente providencia, procédase al archivo del 
expediente. 

 
Notifíquese y Cúmplase 
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